
  

  
 

 
 

  

    
  

  
   

    

      

    

    

  

    

  

 

 

 

  

    

      

     

         

 

   

  

   

  

   

 

MINISTERIO 
DE HACIENDA 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO CENTRAL
 
DE RECURSOS CONTRACTUALES
 

Recursos nº 1087, 1093 y 1099/2018 C.A. Castilla-La Mancha 71, 72 y 74/2018 
Resolución nº 1092/2018 

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO CENTRAL
 

DE RECURSOS CONTRACTUALES
 

En Madrid, a 30 de noviembre de 2018. 

VISTOS los recursos interpuestos por D. M. A. D. R. en representación de CEIFRA, S.A 

(en adelante CEIFRA), D. O. M. C., en representación de REPOBLACIÓN Y BOSQUETES 

FORESTALES, S.A. (en adelante REBOFOSA) y D. P. T. A. en representación de 

ESTUDIOS Y TRABAJOS FORESTALES, S.L. (en adelante ESTRAFO) contra el acuerdo 

de adjudicación de la licitación convocada por la Consejería de Agricultura de Castilla-La 

Mancha para contratar las obras de “Tratamientos selvícolas en montes del catálogo de 

montes de utilidad pública de Castilla-La Mancha”, con expediente 2110TO17OBR00002, 

en concreto respecto a los lotes 8, 9, 10,11,12,13,14, 15, 16 y 17, este Tribunal, en sesión 

del día de la fecha, ha adoptado la siguiente Resolución: 

ANTECEDENTES DE HECHO 

Primero. El órgano de contratación acordó el 5 de mayo de 2017 el inicio del procedimiento 

de licitación del contrato de las obras de “Tratamientos selvícolas en montes del catálogo 

de montes de utilidad pública de Castilla-La Mancha”, con expediente 

2110TO17OBR00002. El expediente se dividió en lotes, siendo relevantes para este asunto 

los Lotes 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16 y 17. Los pliegos fueron publicados el 21 de agosto 

de 2017 en el Diario Oficial de Castilla La Mancha, siendo después publicada una 

corrección de errores el 22 de septiembre del mismo año. 

Segundo. El procedimiento se rige por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de 

noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector 

Público (en adelante TRLCSP), según lo que se expondrá a continuación. 

Tercero. Durante los días 26 y 27 de octubre de 2017 se reunió la mesa de contratación 

para la apertura del sobre nº1 correspondiente a la documentación administrativa, con el 
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resultado que obra en el expediente. Tras las oportunas subsanaciones, el 3 de noviembre 

de 2017 se inicia el acto público de apertura de las ofertas que contienen los criterios de 

valoración sujetos a juicios de valor, remitiéndose al servicio responsable para la emisión 

del correspondiente informe. 

Cuarto. El 17 de noviembre de 2017a la vista del informe emitido, la mesa lo aprueba, 

aceptando la puntuación asignada en el mismo. El mismo día, en acto público, se procede 

a la apertura del sobre que contiene los criterios evaluables mediante fórmula. El 22 de 

noviembre se reúne nuevamente la mesa para resolver algunas incidencias planteadas, 

entre otros, por los ahora recurrentes, confirmando la mesa el acuerdo adoptado el 17 de 

noviembre. 

Quinto. Abiertas las ofertas económicas, se observa que algunas de ellas se encuentran 

en situación de presunción de temeridad, por lo que se requiere a los licitadores que 

aporten la correspondiente justificación. Tras la presentación de la justificación que tuvieron 

por oportuna y tras varias reuniones de la mesa de contratación para resolución de diversas 

incidencias, finalmente el 29 de mayo de 2018 se dicta acuerdo por la mesa de contratación 

por el que se clasifican la ofertas por orden decreciente y se procede a requerir a quienes 

habían presentado la oferta económicamente más ventajosa en cada lote para que 

presenten la documentación señalada en el artículo 151.2 TRLCSP. Finalmente, tras el 

análisis de la citada documentación por la mesa, el 4 de octubre el órgano de contratación 

dicta resolución adjudicando los distintos lotes siguiendo la propuesta efectuada por la 

mesa. Las resoluciones fueron notificadas a los licitadores, entre ellos los ahora 

recurrentes, el 8 de octubre de 2018. 

Sexto. El 23 de octubre de 2018 presentó el oportuno escrito de recurso CEIFRA. Recibido 

en este Tribunal el expediente completo, acompañado del informe del órgano de 

contratación, la Secretaría dio traslado del recurso interpuesto a las otras empresas 

licitadoras el 8 de noviembre de 2018, otorgándoles un plazo de cinco días hábiles para 

que, si lo estimaran oportuno, formulasen las alegaciones que a su derecho conviniesen. 

La empresa IGM, INGENIERIA Y GESTION MEDIOAMBIENTAL S.L. presentó 

alegaciones el 15 de noviembre. Este recurso se tramita con el número 1087/2018. 
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Séptimo. El 25 de octubre de 2018 presentaron recurso tanto REBOFOSA (recurso nº 

1093/2018) como ESTRAFO (recurso nº 1099/2018). Recibido en este Tribunal los 

expedientes completos, acompañados del informe del órgano de contratación, por la 

Secretaría se dio traslado de los recursos interpuestos a las otras empresas licitadoras el 

8 de noviembre, otorgando un plazo de cinco días para que, si lo estimaran oportuno, 

formulasen las alegaciones que a su derecho conviniesen. De nuevo, el trámite fue 

evacuado el 15 de noviembre por IGM, INGENIERIA Y GESTION MEDIOAMBIENTAL, S.L. 

con respecto a ambos recursos. 

Octavo. El procedimiento se encuentra suspendido como consecuencia de la formulación 

del recurso que se tramita en el expediente 1087/2018, de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 53 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por 

la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento 

Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante 

LCSP), habiéndose acordado el mantenimiento de la suspensión por acuerdo de la 

Secretaria del Tribunal, por delegación de éste, de 2 de noviembre de 2018, extensible a 

todos los recursos. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Primero. Acumulación de los recursos 

Señala el artículo 13 del Real Decreto 815/2015, de 11 de septiembre, por el que se 

aprueba el Reglamento de los procedimientos especiales de revisión de decisiones en 

materia contractual y de organización del Tribunal Administrativo Central de Recursos 

Contractuales (en adelante RD 815/2015): 

«1. Podrá acordarse la acumulación de dos o más recursos en cualquier momento previo 

a la terminación, tanto de oficio como a solicitud del recurrente o de cualquiera de los 

interesados comparecidos en el procedimiento. 

2. Contra el acuerdo de acumulación o contra el de su denegación, que deberán ser 

motivados, no cabrá la interposición de recurso alguno». 
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Todos los recursos se formulan contra los mismos acuerdos de ejecución y por motivos 

que son coincidentes, lo que revela la íntima conexión entre ambos recursos que exige su 

resolución acumulada. 

Segundo. Normativa aplicable. Acto no recurrible 

La primera cuestión a dilucidar es la relativa a cuál es la normativa que resulta aplicable a 

este expediente y en particular en lo que se refiere a los actos que son susceptibles de 

recurso. A este respecto, señala la disposición transitoria primera de la LCSP: 

«Los expedientes de contratación iniciados antes de la entrada en vigor de esta Ley se 

regirán por la normativa anterior. A estos efectos se entenderá que los expedientes de 

contratación han sido iniciados si se hubiera publicado la correspondiente convocatoria del 

procedimiento de adjudicación del contrato. En el caso de procedimientos negociados sin 

publicidad, para determinar el momento de iniciación se tomará en cuenta la fecha de 

aprobación de los pliegos». 

En el presente caso la publicación de la convocatoria se produce antes de la entrada en 

vigor del 9 de marzo de 2018, fecha de entrada en vigor de la LCSP, por lo que el 

procedimiento de licitación se rige por el TRLCSP, junto con aquellos preceptos de la 

Directiva 2014/24/UE sobre contratación pública y por la que se deroga la Directiva 

2004/18/CE (en adelante Directiva 2014/24). 

No obstante, el acuerdo recurrido se dicta con posterioridad a dicha fecha, por lo que si 

bien el procedimiento de adjudicación está sujeto a las normas contenidas en el TRLCSP, 

debe analizarse cuál es la normativa aplicable al ámbito y alcance del presente recurso. 

Pues bien, la doctrina de este Tribunal se encuentra profusamente expuesta entre otras en 

Resolución nº 437/2018, a la que nos remitimos: 

«La cuestión, por tanto, que se plantea consiste en determinar si este Tribunal es 

competente para conocer de un recurso especial contra un acto de adjudicación dictado en 

un expediente de contratación de un contrato no sujeto a regulación armonizada que se 

rige por el TRLCSP, pero que ha sido dictado después de la vigencia de la Ley 9/2017. 
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Más en concreto, se plantea si la Disposición Transitoria 1ª.4, párrafo segundo, excepciona  

lo determinado en su apartado 1, en concreto, si  ampara el recurso especial frente a actos  

del artículo 44.2 de la Ley 9/2017, y respecto de contratos mencionados en el artículo 44.1,  

o si por el contrario, solo habilita el recurso contra  dichos actos en sí  mismos  , como  tales,  

con independencia del contrato respecto del que se dicten, y por ello solo respecto de  

contratos mencionados  en el artículo 40.1 del  TRLCSP, que es  la norma sustantiva que  

determina el  ámbito  objetivo contractual  respecto del  que  es  susceptible la  interposición  

del recurso especial frente a otros recursos administrativos, y aplicable ex artículo 40 de  

dicho TRLCSP al tratarse de expedientes que se rigen por la normativa anterior a la Ley  

9/2017.  

Este Tribunal considera que el ámbito objetivo de los contratos respecto de los que cabe 

interponer recurso especial en vez de otros recursos administrativos en el caso de 

expedientes que se rijan por el TRLCSP al haberse iniciado antes de la vigencia de la Ley 

9/2017, es, con arreglo a lo determinado en la Disposición Transitoria Primera.1, el 

determinado en el artículo 40.1 del TRLCSP en el caso de que el acto recurrido se haya 

dictado con posterioridad a su vigencia. Lo que implica que, si bien los actos recurribles 

son los del artículo 44.2 de la Ley 9/2017, cuyo elenco es mayor que el del TRLCSP, los 

contratos respecto de los que se dicten han de ser en ese periodo transitorio, los contratos 

que menciona el artículo 40.1 del TRLCSP, y, además, significa que la nueva Ley ha 

ampliado el ámbito objetivo del recurso especial solo respecto de los actos en sí mismos 

considerado dictados en expedientes iniciados con posterioridad a su vigencia. Por tanto, 

los actos mencionados en el artículo 44.2 de la nueva Ley que antes de su vigencia no 

eran recurribles, sí lo serán no solo cuando se dicten en expedientes iniciados con 

posterioridad a la vigencia de aquella Ley, sino también cuando hayan sido dictados en 

expedientes iniciados antes, pero dictados con posterioridad a dicha vigencia. De esa 

forma se armoniza y adquiere cabal sentido el contenido de la Disposición Transitoria 

Primera, 1, con el de su apartado 4, párrafo segundo, de forma que no se amplía el ámbito 

sustantivo de los contratos respecto de los que cabe el recurso en ese periodo transitorio, 

en contra de lo que determina el apartado 1 de dicha Transitoria Primera, pero sí los actos 

que pasan a ser susceptibles de recurso especial. 
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Lo anterior se funda en lo siguiente: 

1. Interpretación sistemática de los apartados 1 y 4, párrafo segundo, de la Disposición 

Transitorio Primera de la Ley 9/2017. 

Si el apartado 1 de dicha Transitoria Primera determina que los expedientes iniciados con 

anterioridad a su vigencia se rigen por la normativa anterior, el TRLCSP, ha de entenderse 

que el ámbito objetivo de los contratos susceptibles de recurso, en cuanto norma sustantiva 

determinante del régimen de recurso en tales contratos, es el que determina la normativa 

anterior, siendo aplicable el artículo 40.1, que es la norma sustantiva que delimita los 

contratos típicos respecto de los que cabe el recurso especial, eso sí, afectados por el 

efecto directo de la Directiva 2014/24/UE a partir de abril de 2016 en que debió haberse 

procedido a su transposición. 

Por ello mismo, al no establecer dicho apartado 1 de la Transitoria Primera excepción 

sustantiva alguna, ha de interpretase el apartado 4, párrafo segundo, en lo referente a los 

actos dictados en expedientes iniciados con anterioridad en el sentido de que se refiere a 

un determinación procesal, en concreto, a los singulares actos que pasan a ser recurribles 

con la nueva norma legal, en especial, actos de trámite consistentes en admisiones, 

encargos, modificados y rescates, especialmente estos tres últimos, ya que no son actos 

precontractuales, ni contractuales en el caso de los encargos. 

En otro caso, se llegaría a un resultado absurdo, pues podría llevar a que un licitador 

excluido mediante acto dictado el 7 de marzo de 2018 en un contrato de servicios no sujeto 

a regulación armonizada, de valor estimado superior a 100.000 euros con licitación 

publicada antes de la vigencia de la nueva Ley, no podría interponer el recurso especial, 

pero si otro licitador en esa misma licitación hubiera sido excluido el día 9 de marzo, vigente 

ya la nueve norma legal, sí podría interponer el recurso especial. Incluso un mismo licitador 

interesado en dos actos dictados en distintas fechas, antes y después de la vigencia de 

dicha Ley, se vería que no podría recurrir en esta vía respecto del primero, pero sí respecto 

del segundo. 
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2.- En segundo lugar, mediante una interpretación sistemática y lógica se llega a esa misma 

conclusión. 

Así, si la delimitación del ámbito objetivo de los contratos respecto de los que procede el 

recurso especial es materia sustantiva delimitadora de su régimen jurídico sustantivo, ha 

de entenderse que los contratos respecto de los que procede el recurso es una materia 

distinta a la de los actos susceptibles de recurso especial, de forma que estos sí serían 

materia procesal o de procedimiento, mientras que aquel ámbito objetivo contractual sería 

sustantivo. Además, si la determinación de qué contratos están sujetos a regulación 

armonizada y por ello son susceptibles de recurso, integra el régimen sustantivo de los 

mismos, es indudable que esa determinación integra su régimen jurídico, que, por 

aplicación de la Transitoria Primera, 1, será el aplicable a todo el expediente de 

contratación, incluido el régimen de recursos que se pueden interponer contra los actos 

que se dicten en el mismo. 

Ello determina que se aplica la Transitoria Primera.1, de la Ley 9/2017 para determinar los 

contratos susceptibles de recurso, que serán en los expedientes iniciados con anterioridad, 

los del TRLCSP, artículo 40.1. Y se aplicará la Transitoria Primera,4, párrafo segundo, para 

la determinación de los concretos actos susceptibles de recurso en expedientes iniciados 

con anterioridad, pero dictados después de la vigencia de dicha Ley, actos que son los del 

artículo 44.2 de la Ley 9/2017. 

Apoya ese argumento el que en el apartado IV de la Exposición de Motivos de la Ley se 

diferencia entre el ámbito objetivo contractual al que se vincula el recurso especial y los 

actos susceptibles de recurso especial, al determinar y referirse, por una parte, a los 

primeros, y por otra, separadamente, a los segundos, cuando dice 

“Se amplía el ámbito de aplicación de este recurso, sin que dicha ampliación afecte a la  

necesaria agilidad que debe tener el sistema en la resolución de estos  recursos, dejando  

de estar vinculado a los  contratos sujetos a regulación armonizada, de tal manera que se  

puede interponer en el caso de contratos de obras, concesiones de obras y de servicios  

cuyo valor estimado supere los  tres  millones y contratos de servicios y de  suministros cuyo  

valor supere los  cien mil  euros)”,  
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y en otro párrafo distinto, se refiere a los actos contra los que se puede interponer, citando 

que: 

“Para concluir la referencia al  recurso especial, este se podrá interponer contra los  

anuncios de licitación, pliegos, documentos  contractuales que establezcan las condiciones  

que deban regir la contratación, actos de trámite que  cumplan los requisitos de esta Ley,  

acuerdos de adjudicación adoptados por poderes adjudicadores, así como modificaciones  

contractuales, encargos a medios propios siempre que no cumplan las condiciones  

previstas en esta Ley y acuerdos de rescate de concesiones”.  

Esa referencia separada pone de relieve que una cosa son los contratos a los que se 

vincula el recurso, que es norma sustantiva, y otra los actos susceptibles de recurso, que 

es norma procedimental. 

3.-En el mismo sentido se puede argumentar examinando el contenido de la Transitoria 

Primera, 4, que se refiere al régimen transitorio de los procedimientos de recurso especial. 

Dicha norma determina: 

“4. Las revisiones de oficio y los procedimientos de recurso iniciados al amparo de los 

artículos 34 y 40, respectivamente, del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector 

Público, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, seguirán 

tramitándose hasta su resolución con arreglo al mismo. 

En los expedientes de contratación iniciados antes de la entrada en vigor de esta Ley podrá 

interponerse el recurso previsto en el artículo 44 contra actos susceptibles de ser recurridos 

en esta vía, siempre que se hayan dictado con posterioridad a su entrada en vigor”. 

Es indudable que se refiere a los procedimientos de recurso en curso y a los actos 

recurribles solo en relación a los expedientes iniciados antes de la vigencia, pero 

comprendidos, como tales actos, en el artículo 44.2, es decir, esa Transitoria solo regula 

aspectos procesales no sustantivos, por lo que solo se refiere a los actos recurribles del 

artículo 44.2 de la Ley. 
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En ese sentido, debe recordarse que esa Transitoria Primera, 4, reproduce la Transitoria 

Octava del TRLCSP, que era diferente de su transitoria Primera, de carácter sustantivo, 

cuyo texto es el siguiente: 

“Disposición transitoria octava. Procedimientos en curso. 

“1. Los procedimientos de recurso iniciados al amparo del artículo 37 de la Ley 30/2007, 

de 30 de octubre, en la redacción vigente con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 

34/2010, de 5 de agosto seguirán tramitándose hasta su resolución con arreglo al mismo. 

2.  En los expedientes de contratación iniciados  antes de la entrada en  vigor de la Ley  

34/2010, de 5 de agosto podrán interponerse la cuestión de nulidad y el  recurso previsto  

en el  artículo 40  de esta  Ley,  contra actos  susceptibles  de ser  recurridos  o  reclamados  en  

esta vía,  siempre  que se hayan dictado con posterioridad  a su  entrada  en vigor”.  Como  

puede apreciarse esa Transitoria Octava se refiere a los procedimientos  en curso, es decir,  

tiene un contenido puramente procesal, no sustantivo, por lo que no afectaba a los  

contratos  respecto de los que los actos dictados  eran recurribles”.  

Como puede apreciarse esa Transitoria Octava se refiere a los procedimientos en curso, 

es decir, tiene un contenido puramente procesal, no sustantivo, por lo que no afectaba a 

los contratos respecto de los que los actos dictados eran recurribles». 

Esa Transitoria Octava, a su vez, procedía de la Ley 34/2010, de 5 de agosto, de 

modificación de las Leyes 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, 

31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, 

la energía, los transportes y los servicios postales, y 29/1998, de 13 de julio, reguladora de 

la Jurisdicción Contencioso-Administrativa para adaptación a la normativa comunitaria de 

las dos primeras, de su Disposición transitoria tercera, que determinaba: 

«Procedimientos en curso. 

1. Los procedimientos de recurso iniciados al amparo del artículo 37 de la  Ley 30/2007, de  

30 de  octubre,  o  los  de reclamación que  se  hayan iniciado al  amparo  del  artículo 101.1  a)  
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de la Ley 31/2007, de 30 de octubre, en la redacción vigente con anterioridad a la entrada 

en vigor de esta Ley seguirán tramitándose hasta su resolución con arreglo al mismo. 

2. En los expedientes de contratación iniciados  antes de la entrada en vigor de esta Ley  

podrán interponerse la cuestión de nulidad y el recurso previsto en el artículo 310 de la Ley  

de Contratos del Sector  Público y la reclamación regulada en los artículos  101 y siguientes  

de la Ley 31/2007, de 30 de octubre, contra  actos susceptibles de ser recurridos o  

reclamados en esta vía,  siempre que se hayan dictado con posterioridad a su entrada en  

vigor”.  

La coincidencia es absoluta, pero la particularidad más reseñable es que esa última Ley 

creaba los Tribunales de Recursos Contractuales, retirando la competencia para resolver 

el recurso especial a los órganos de contratación, pero no ampliaba ni variaba el ámbito 

objetivo de los contratos respecto de los que eran recurribles lo actos dictados. Sí ampliaba 

éstos, en especial en cuanto suprimía la distinción entre actos de adjudicación provisional 

y actos de adjudicación definitiva, que refundió en uno, y atribuyó a dichos tribunales el 

conocimiento de las cuestiones de nulidad. Por tanto, los actos recurribles a que se refería 

eran éstos en sí mismos, pues los contratos respecto de los que se dictaban no habían 

variado y no variaba el ámbito contractual respecto del que se admitía el recurso especial. 

4.- Por otra parte, la propia Transitoria Primera pone de relieve que cuando establece una 

excepción a la norma que determina la aplicación de la normativa anterior se refiere solo a 

actos dictados con posterioridad respecto de contratos que se rigen por la normativa 

anterior, y lo dice expresamente. Este es el caso de la Transitoria Primera. 2, que somete 

los efectos, cumplimiento y extinción de los contratos administrativos adjudicados con 

anterioridad a la vigencia de la nueva ley, a la normativa anterior, pero establece en su 

apartado 3 unas excepciones solo referidas a determinados actos, no a los contratos 

respeto de los que se dictan, cuando determina: 

“3.  La  presente Ley  será  de aplicación  a los  acuerdos  de rescate y  a  los  encargos  que se  

realicen con posterioridad a su entrada en vigor.  Deberá entenderse que un encargo se ha  

realizado cuando haya sido objeto de la correspondiente formalización documental”.  
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De ese texto resulta que el régimen sustantivo de los encargos y los rescates si se realizan 

con posterioridad a la vigencia de la nueva Ley, es el de la propia Ley, aunque se refieran 

a contratos anteriores (en el caso de rescates), pero no dice lo mismo respecto de los 

modificados, que se rigen por la norma que rija el contrato que se modifica. No obstante, 

unos y otros son susceptibles de recurso especial en el caso de que deriven de expedientes 

iniciados con anterioridad, si el acto se dicta con posterioridad a la vigencia de la nueva, si 

bien su régimen jurídico ha de ser el propio de la normativa que lo rige, que es la que rige 

el expediente. 

En conclusión, si una cosa es el ámbito sustantivo del recurso, y otra los actos susceptibles 

de recurso, frente a los actos dictados con posterioridad a la vigencia de la nueva Ley en 

expedientes que se rigen por la normativa anterior, solo cabe el recurso respecto de 

contratos que se rigen y determinan por la normativa anterior, aunque se puede interponer 

contra cualquiera de los actos a que se refiere el artículo 44.2 de la nueva Ley dictados con 

posterioridad a la vigencia de la nueva ley. 

Por tanto, rige en esta contratación ex Disposición Transitoria Primera, 1 y 4, de la Ley 

9/2017, el TRLCSP, el artículo 40 de la TRLCSP, en cuanto determina los contratos 

respecto de los que son recurribles los actos que enumera en su apartado 2, actos que 

pasan a ser los del artículo 44.2, de la ley 9/2017, aplicable con arreglo a lo dispuesto en 

la Transitoria citada, apartado 4. 

En consecuencia,  en nuestro caso, el acto recurrido no es susceptible de  recurso especial  

al referirse a un contrato de servicios no sujetos regulación armonizada al no superar el  

umbral establecido en el artículo 16 del TRLCSP,  de conformidad con el  artículo 40.1. a)  

del TRLCSP. Por ello, procede inadmitir el  recuso especial interpuesto».  

En el presente caso nos encontramos entonces en el mismo supuesto, en la medida en 

que se trata de un contrato de obras cuyo valor estimado no alcanza el umbral de 

regulación armonizada, por lo que, en aplicación de la doctrina antes expuesta procede la 

inadmisión de los tres recursos. 

Por todo lo anterior, 
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VISTOS los preceptos legales de aplicación, 

ESTE TRIBUNAL, en sesión celebrada en el día de la fecha ACUERDA: 

Primero. Inadmitir los recursos interpuestos por D. M. A. D. R. en representación de 

CEIFRA, S.A (en adelante CEIFRA), D. O. M. C., en representación de REPOBLACIÓN Y 

BOSQUETES FORESTALES, S.A. (en adelante REBOFOSA) y D. P. T. A. en 

representación de ESTUDIOS Y TRABAJOS FORESTALES, S.L. (en adelante ESTRAFO) 

contra el acuerdo de adjudicación de la licitación convocada por la Consejería de 

Agricultura de Castilla-La Mancha para contratar las obras de “Tratamientos selvícolas en 

montes del catálogo de montes de utilidad pública de Castilla-La Mancha”, con expediente 

2110TO17OBR00002, en concreto respecto a los lotes 8, 9, 10,11,12,13,14, 15, 16 y 17. 

Segundo. Levantar la suspensión del procedimiento de contratación, de conformidad con 

lo establecido en el artículo 57.3 de la LCSP. 

Tercero. Declarar que no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la 

interposición del recurso, por lo que no procede la imposición de la sanción prevista en el 

artículo 58 de la LCSP. 

Cuarto. Al amparo de lo dispuesto en el artículo 115.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, de conformidad 

con el cual “el error o la ausencia en la calificación del recurso por parte del recurrente no 

será obstáculo para su tramitación, siempre que se deduzca su verdadero carácter”, 

procede devolver el citado escrito al órgano de contratación para la tramitación del recurso 

administrativo que proceda. 

Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer 

recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-administrativo del 

Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, en el plazo dos meses, a contar desde 

el día siguiente a la recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 10.1 letra k) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-administrativa. 
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